[image: image1.jpg]Comisién
Interamericana de
Derechos Humanos




PAGE  
5

INFORME No. 120/12
PETICIÓN 1119-06

INADMISIBILIDAD

SONIA VICTORIA WILSON

GUATEMALA

13 de noviembre de 2012
I.
RESUMEN
1. El 19 de octubre de 2006, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “Comisión”, “Comisión Interamericana” o “CIDH”) recibió una petición presentada por Sonia Victoria Wilson, (en adelante “peticionaria”), en contra del Estado de Guatemala (en adelante, “Estado”, “Guatemala” o “Estado Guatemalteco”) por el presunto incumplimiento de una sentencia de reinstalación emitida por el Juez Primero de Trabajo y Previsión Social de la Primera zona Económica de Guatemala el 14 de septiembre de 2002, la que habría ordenado la reincorporación de la señora Sonia Victoria Wilson (en adelante “presunta víctima”), a la Secretaria General del Sindicato de Trabajadores de Mantenimiento de Finanzas Públicas (en adelante “SINTRAMAS”), decisión que a su vez habría sido confirmada en segunda instancia y ratificada por vía de amparo.
2. La peticionaria alega que el Estado es responsable por la violación de los artículos 1 (Obligación de Respetar los Derechos), 2 (Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno), 3 (Derecho al Reconocimiento de la Personalidad Jurídica), 4.1 (Derecho a la Vida), 5.1 (Derecho a la Integridad Personal), 7.1 (Derecho a la Libertad Personal), 8.1 (Garantías Judiciales), 9 (Principio de Legalidad y de Retroactividad), 10 (Derecho a Indemnización), 11 (Protección de la Honra y de la Dignidad), 13 (Libertad de Pensamiento y de Expresión), 15 (Derecho de Reunión), 24 (Igualdad ante la Ley), 25 (Protección Judicial), 29 (Normas de Interpretación) y 33 (De los Órganos Competentes) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos  (en adelante, “Convención Americana” o “Convención”), en su perjuicio y de su familia. Asimismo, alega que su reclamo es admisible debido al retardo injustificado en la decisión de los recursos de jurisdicción interna.
3. El Estado argumenta que la petición no es susceptible de ser admitida porque los hechos alegados no corresponden a una violación de la Convención Americana. 

4. Tras examinar las posiciones de las partes, la Comisión concluye que es competente para conocer la petición bajo análisis y que el caso es inadmisible, a la luz de los artículos 46 y 47 de la Convención Americana. La Comisión decidió igualmente notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos. 
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN INTERAMERICANA
5. La Comisión recibió la petición el 19 de octubre del 2006 y le asignó el número 1119-06.  El 9 de abril de 2007, la Comisión transmitió al Estado las partes pertinentes de la petición y le solicitó que en un plazo de dos meses presentara su respuesta a la denuncia, conforme el artículo 30.3 del Reglamento de la Comisión. El 12 de junio de 2007, el Estado presentó su respuesta.

6. Además, la CIDH recibió información de la peticionaria en las siguientes fechas: 24 de julio de 2007; 21 de noviembre de 2007; 17 de septiembre de 2008; 21 de enero de 2009; 2 de abril de 2009. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado. Por otra parte, la CIDH recibió observaciones del Estado en las siguientes fechas: 25 de junio de 2007; 27 de septiembre de 2007; 19 de febrero de 2008; 18 de marzo de 2008; 24 de noviembre de 2008; 14 de mayo de 2009.  Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas a la peticionara.
III.
POSICIONES DE LAS PARTES
 

A.
La peticionaria
7. La peticionaria Sonia Victoria Wilson informa que habría trabajado como Secretaria General del Sindicato de Trabajadores de Mantenimiento y demás dependencias administrativas del Ministerio de Finanzas Públicas “SINTRAMÁS” durante 6 años consecutivos desde 1996. Afirma que vencido el tiempo de inamovilidad sindical al que tenía derecho, fue destituida el 2 de septiembre de 2002 por un tachón en un formulario para solicitar un préstamo al Banco de los Trabajadores. Expresa, que no entiende cómo se dio el tachón, pero el resultado fue que en las instancias administrativas sus argumentos no fueron considerados y fue despedida. Informa que el 29 de agosto de 2002 el Ministerio de Finanzas Públicas de Guatemala emitió el acuerdo ministerial Nº 293-2002 de destitución.

8. Agrega que el 4 de septiembre de 2002 planteó un juicio de reinstalación (Nº 379-2002) ante el Juzgado 1º de Trabajo y de Previsión Social de la Primera Zona Económica y el Juez ordenó su reinstalación el 19 de septiembre de 2002, decisión confirmada en segunda instancia y ratificada por vía de amparo. Además, según los documentos aportados, el 5 de septiembre de 2002, la peticionaria habría apelado ante el Director de la Oficina Nacional del Servicio Civil, la decisión del acuerdo ministerial No 293-2002 de destitución sin obtener respuesta.
9. Detalla los recursos interpuestos a nivel interno para lograr que el Estado cumpliera con la orden del Tribunal de reinstalarla.  Informa que fue reinstalada a partir del 30 de agosto de 2007 y que el 31 de agosto del mismo año presentó su retiro voluntario. Informa que le pagaron las prestaciones adeudas. Sin embargo, indica que estaría pendiente el pago de un monto correspondiente a unas vacaciones y un día de salario. Informa que por ello, presentó ante los tribunales de justicia un nuevo juicio para demandar el pago de lo que estima pendiente. Solicita que no se de por concluida la denuncia ni se archive, hasta que el Estado haya cumplido en su totalidad con las prestaciones que alega aún se le adeudarían.
B.
El Estado

10. El Estado argumenta que de conformidad con el Acuerdo Ministerial 293-2002 del 29 de agosto del 2002, se destituyó del cargo como asistente profesional III, del Ministerio de Finanzas Públicas a la señora Wilson, conforme a lo establecido en el artículo 76 numerales 4 y 12 de la Ley del Servicio Civil, porque habría incurrido en una causal de despido justificado. Agrega, que el despido de la señora Wilson no habría sido en represalia por sus labores sindicales, sino que por trasgresiones que la peticionaria habría cometido. Informa que de conformidad con el acta Nº 5.609 del Ministerio de Trabajo, del Departamento de Registro Laboral, la señora Wilson habría tomado posesión de su cargo en calidad de Secretaria General del sindicato de “SINTRAMAS” el día 6 de abril de 1998 y que dicho cargo directivo comprendía el período de dos años. 
11. Sobre el procedimiento interno, indicó que el Juzgado 1º de Trabajo y de Previsión Social de la Primera Zona Económica ordenó la reinstalación de la Sra. Wilson el 19 de septiembre de 2002, decisión confirmada en segunda instancia y ratificada por vía de amparo. Asimismo, detalla los recursos interpuestos por las partes en dicho juicio.
12. En sus observaciones de fecha 18 de marzo de 2008, informa que el Ministerio de Finanzas Públicas llegó a un arreglo con la Sra. Wilson y la reinstaló en sus labores, lo cual fue comunicado al Juez del Trabajo y Previsión Social de la Primera Zona Económica el 5 de septiembre de 2007.  Agrega que el Ministerio emitió la Resolución 12-2007 que adjunta al expediente, en la cual se resolvió reinstalar a la peticionaria a partir del 30 de agosto de 2007 en el puesto de asistente profesional III de la Dirección de Catastro y Avalúo de Bienes Inmuebles y se ordenó el pago de los salarios dejados de percibir por la Sra. Wilson desde el 3 de septiembre de 2002 hasta el 29 de agosto de 2007. Indica también que la Sra. Wilson solicitó su retiro voluntario a partir del 31 de agosto de 2007, lo cual fue resuelto a través del Acuerdo M.deF.P. de DE RETIRO 70-2007, cuya copia adjunta.

13. En nota recibida el 24 de noviembre de 2008, el Estado informó que se cancelaron a la Sra. Wilson “los salarios dejados de percibir desde su destitución hasta la efectiva reinstalación laboral, de conformidad con la sentencia emitida por el Juez competente, así como las prestaciones laborales e indemnización que tenía derecho según lo establecido por las leyes laborales vigentes en el país.” Indicó que el monto pagado a la peticionaria fue la suma de 297,775.10 quetzales por concepto de indemnización y 119,411.79 por concepto de pago total por nómina de retiro voluntario y adjuntó copia de las nóminas pagadas y firmadas por la Sra. Sonia Wilson. 

14. En relación con las alegaciones de la peticionaria respecto a que no se le habrían pagado algunos montos relacionados con períodos de vacaciones, indica que las prestaciones pagadas correspondieron a todas aquellas debidas por ley y que la señora Wilson firmó el finiquito laboral, así como el formulario de retiro voluntario, aceptando y estando de acuerdo con los pagos realizados por el Ministerio de Finanzas Públicas, según consta en los documentos adjuntados.   
15. Respecto al nuevo recurso interpuesto por la peticionaria ante los tribunales de justicia por las supuestas prestaciones debidas, argumenta que no puede recurrirse a la Comisión Interamericana como procedimiento supletorio para obtener el pago de los presuntos beneficios no pagados por el Ministerio de Finanzas Públicas. Agrega que la regla de previo y especial agotamiento permite a los Estados resolver los problemas en su ámbito interno. Considera que no existe violación al debido proceso, en virtud de que de acuerdo a las disposiciones legales de derecho interno, a la peticionaria le fueron canceladas todas sus prestaciones laborales. En consecuencia, solicita que se declare la inadmisibilidad del presente caso, en virtud de no existir elementos que sustenten una acción diferente.

IV.
ANÁLISIS
 
A.
Competencia ratione personae, ratione loci, ratione temporis y ratione materiae de la Comisión Interamericana
16. La peticionaria se encuentra facultada por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar denuncias ante la CIDH. La petición señala como presuntas víctimas a personas individuales, respecto de quienes el Estado Guatemalteco se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana y en otros instrumentos internacionales. 
17. La Comisión observa que la peticionaria alegó que las personas afectadas por los hechos planteados en el reclamo eran ella y su familia. Al respecto, teniendo presente el alcance del reclamo, así como la información presentada, la CIDH considera que la presunta víctima en la presente petición es la señora Sonia Victoria Wilson.

18. Por otro lado, la Comisión señala que Guatemala ratificó la Convención Americana el 25 de mayo de 1978, por lo tanto la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.

19. La Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte en dicho tratado. La CIDH tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición. Finalmente la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.
B.
Otros requisitos de admisibilidad de la petición
1. Agotamiento de los recursos internos

20. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, lo solucionen antes de que sea conocida por una instancia internacional.
21. En el presente caso las partes coinciden en que se agotaron los recursos de jurisdicción interna respecto al despido de la Sra. Sonia Wilson con la decisión del Juzgado 1º de Trabajo y de Previsión Social de la Primera Zona Económica que ordenó su reinstalación el 19 de septiembre de 2002, decisión confirmada en segunda instancia y ratificada por vía de amparo.

22. Asimismo, de acuerdo a la información aportada por las partes hasta el mes de mayo de 2009, continuaría pendiente de resolución un recurso presentado por la Sra. Wilson con el objeto de demandar el pago de algunas prestaciones que reclamaba pendientes. La CIDH considera que no es necesario analizar si se aplica una excepción al requisito de agotamiento respecto a dicho recurso, en razón del análisis sobre caracterización de los hechos alegados que se realiza a continuación. 
2.
Caracterización de los hechos alegados
23. A los fines de la admisibilidad, la CIDH debe decidir si los alegatos exponen hechos que podrían caracterizar una violación a la Convención Americana, según estipula su artículo 47.b, y si la petición es “manifiestamente infundada” o sea “evidente su total improcedencia”, según el inciso (c) del mismo artículo. 

24. En el presente caso, las partes coinciden en que la Sra. Sonia Victoria Wilson fue destituida del Ministerio de Finanzas el 2 de septiembre de 2002 y que el 19 de septiembre de 2002, el Juzgado 1º de Trabajo y de Previsión Social de la Primera Zona Económica ordenó su reinstalación.

25. Asimismo, las partes coinciden en que la Sra. Wilson fue reinstalada en el Ministerio de Finanzas Públicas el 30 de agosto de 2007, y que con posterioridad a la reinstalación se retiró voluntariamente de la institución. El Estado informó que la “peticionaria aceptó y firmó el finiquito correspondiente al pago total de sus prestaciones laborales“, indicando que la Sra. Wilson recibió el pago de las prestaciones adeudadas por concepto de sueldos dejados de percibir desde el 3 de septiembre de 2002 hasta el 29 de agosto de 2007, incluyendo diferentes beneficios y que recibió el pago por concepto de retiro voluntario. La peticionaria por su parte, informó que el Estado habría cumplido parcialmente el pago de las prestaciones laborales adeudadas porque estaría pendiente el monto correspondiente a unas vacaciones y un día de salario, asunto que demandó internamente.  La Comisión observa que, respecto a la información presentada por el Estado en el sentido de que la peticionaria aceptó y firmó un finiquito, no ha recibido alegatos o prueba al contrario por parte de la presunta víctima, y en consecuencia no puede definir por qué razón la controversia pendiente representaría una posible violación de un derecho protegido bajo la Convención Americana.
26. En conclusión, de los alegatos de las partes y de la prueba obrante en el expediente, no se desprenden hechos que caractericen violación a los derechos humanos. La Comisión concluye que, a la luz de lo anteriormente expuesto, los hechos alegados no tienden a caracterizar una violación de derechos reconocidos en la Convención Americana y, por tanto, la petición debe ser declarada inadmisible conforme lo establecido en el artículo 47.b de la Convención Americana.
V.
CONCLUSIÓN
27. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, la Comisión Interamericana concluye que la petición es inadmisible de conformidad con lo establecido en el artículo 47.b de la Convención Americana, debido a que no expone hechos que constituyan violación alguna a los derechos protegidos por dicha Convención.
28. Dadas las consideraciones que anteceden,
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:
1. Declarar inadmisible la presente petición, conforme al artículo 47.b de la Convención.

2. Transmitir el presente informe a la peticionaria y al Estado.

3. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 13 días del mes de noviembre de 2012. (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primer Vicepresidenta; Presidente; Felipe González, Segundo Vicepresidente, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
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